
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Sentencia del 4 de diciembre de 2018

Radicación No.:

66170-40-03-003-2018-00765-01
Proceso:

Ejecutivo
Demandante:

Jorge Eliecer Maya Londoño y otra
Demandado:

Rodolfo Zapata Castañeda y otros
Magistrada ponente:
Dra. Claudia María Arcila Ríos
TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / PROCESO EJECUTIVO / LUGAR DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES / PACTO SOBRE DOMICILIO CONTRACTUAL SOLO PARA EFECTOS JUDICIALES NO ES VÁLIDO.
… la parte actora radicó la competencia en los juzgados civiles municipales de esta ciudad, “…en virtud del lugar señalado por las partes para el cumplimiento de la obligación, esto es, en Pereira, en correlación con el numeral 3º del artículo 28 del CGP”.

4. Sin embargo, revisado el contrato de arrendamiento que se aporta como título ejecutivo, no encuentra la Sala que en alguno de sus apartes se haya pactado como lugar para el cumplimiento de las obligaciones a cargo de quienes lo celebraron, la ciudad de Pereira.  

Y aunque en la cláusula vigésima segunda se estipuló como domicilio contractual la misma ciudad, esta se tiene por no escrita de acuerdo con lo que prevé la parte final del numeral 3º del artículo 28 del Código General del Proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diciembre cuatro (4) de dos mil dieciocho (2018)

Radicación No. 66170-40-03-003-2018-00765-01

Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Sexto Civil Municipal de Pereira y Tercero de la misma especialidad del municipio de Dosquebradas, a propósito del conocimiento del proceso ejecutivo que promovieron los señores Jorge Eliecer Maya Londoño y Cruz Elena Rivera de Maya en contra del señor Rodolfo Zapata Castañeda en nombre propio y como representante legal de Arcoíris Lavandería Industrial S.A.S. y de la señora Luz Adriana Mejía González.

A N T E C E D E N T E S 

1. Con la acción instaurada pretenden los demandantes se libre orden de pago en su favor y en contra los demandados por las sumas relacionadas en la demanda y que corresponden a un  canon de arrendamiento, facturas de servicios públicos, gastos de reparación del inmueble, la cláusula penal y los intereses.

2. Correspondió la demanda al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira que por auto del 5 de septiembre de este año la rechazó por carecer de competencia territorial, pues de su texto se desprende que dos de los demandados tienen su domicilio en Dosquebradas y una en Santa Rosa de Cabal “…y además al verificar el contrato de arrendamiento aportado como título ejecutivo en ninguno de sus apartes se indica que el lugar de cumplimiento de las obligaciones es Pereira, únicamente se indica que el domicilio contractual es Pereira, domicilio que no puede tenerse en cuenta para fines judiciales…
” En consecuencia, remitió las diligencias a los jueces civiles municipales de Dosquebradas.
3. El Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, autoridad receptora de la actuación, mediante providencia del 24 de octubre último, con apoyo en el numeral 3º del artículo 28 del Código General del Proceso y providencia de este Tribunal, también se abstuvo de asumir su conocimiento y planteó la colisión negativa de competencia tras estimar que el funcionario de origen no debió apartarse del asunto, porque aunque la competencia en este evento es concurrente, “…el demandante tuvo la voluntad de instaurarla ante el Juez de (sic) del cumplimiento de la obligación, según lo pactado por las partes….”
. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Sexto Civil Municipal de Pereira y Tercero de la misma especialidad de Dosquebradas, de conformidad con el artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto).

Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones. 


Para resolver la cuestión resulta de vital importancia analizar el penúltimo del tales factores, pues los jueces enfrentados se han separado del conocimiento del caso por considerar, cada uno, que carece de competencia por el factor territorial.

El artículo 28 del Código General del Proceso, que señala las reglas generales sobre competencia por ese factor, dice en el numeral 1º: 

“En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o ésta se desconozca, será competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante…”. 

Y el numeral 3º dispone: “En los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos es también competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones. La estipulación de domicilio contractual para efectos judiciales se tendrá por no escrita…”. 
En las demandas a que alude la última disposición, el fuero es concurrente, porque se puede demandar ante el juez del domicilio del demandado (personal), o en el del lugar pactado para el cumplimiento de la obligación (contractual), siempre a elección del demandante. 

Sobre el tema, dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“Significa, que el actor de un contencioso con soporte en un negocio jurídico con alcance bilateral o en un título ejecutivo tiene la opción de accionar, ad libitum, en uno u otro lugar, o sea, en el domicilio de la contraparte o donde el pacto objeto de discusión o título de ejecución debía cumplirse; pero, insístese, ello queda, en principio, a la determinación expresa de su promotor” (Sala de Casación Civil, auto  AC4412, del 13 de julio de 2016, radicación No. 11001-02-03-000-2016-01858-00).
3. En el presente caso, la parte actora radicó la competencia en los juzgados civiles municipales de esta ciudad, “…en virtud del lugar señalado por las partes para el cumplimiento de la obligación, esto es, en Pereira, en correlación con el numeral 3º del artículo 28 del CGP”
.

4. Sin embargo, revisado el contrato de arrendamiento que se aporta como título ejecutivo, no encuentra la Sala que en alguno de sus apartes se haya pactado como lugar para el cumplimiento de las obligaciones a cargo de quienes lo celebraron, la ciudad de Pereira.  

Y aunque en la cláusula vigésima segunda se estipuló como domicilio contractual la misma ciudad, esta se tiene por no escrita de acuerdo con lo que prevé la parte final del numeral 3º del artículo 28 del Código General del Proceso.

5. En este orden de ideas, de la revisión efectuada a la actuación, cumple afirmar que en el presente caso la competencia para conocer del asunto debe regirse exclusivamente por el fuero general de atribución de competencia territorial, es decir, por el juez del domicilio de la parte demandada, pues no concurre el lugar del cumplimiento de la obligación o fuero negocial, al que los demandantes acudieron, porque se itera, este no fue señalado en el contrato de arrendamiento base de la ejecución como lugar donde las partes cumplirían alguna de las obligaciones a su cargo.

6. Por tanto, no se comparte el argumento al que acudió la  servidora judicial del municipio de Dosquebradas para apartarse del conocimiento del asunto.

7. Por las razones antedichas procede, entonces, remitir la presente demanda al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, por ser ese municipio el domicilio de dos de los demandados, pues aunque también podría serlo el juzgado civil municipal de Santa Rosa de Cabal, domicilio de la deudora solidaria, el conflicto se generó entre el primer juzgado y uno de Pereira. Al funcionario que conoció primigeniamente del asunto, se le informará el contenido de esta decisión.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E :

Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, el competente para asumir el conocimiento de la demanda a que se refiere este proveído.

En firme este auto, remítase el expediente al referido despacho e infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Sexto Civil Municipal de la misma especialidad de Pereira.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Fl. 34, cuaderno No. 1


� Fl. 40, cuaderno No. 1.


� Folio 38, cuaderno No. 1
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